
 

Sr. Amilivia González, Presidente 
 
Sr. Estella Hoyos, Consejero  
Sr. Fernández Costales, Consejero  
Sr. Pérez Solano, Consejero 
Sr. Madrid López, Consejero 
Sr. Nalda García, Consejero y 
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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 28 
de agosto de 2008, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada a instancia de D. xxxxx, y a la 
vista del mismo y tal como corres-
ponde a sus competencias, emite, 
por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 7 de julio de 2008, tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx, debido a los perjuicios ocasionados durante las labores de instalación de 
una grúa llevadas a cabo en la terraza de su establecimiento. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 16 de julio de 

2008, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 619/2008, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa ampliación del mismo, tal como 
dispone el artículo 53 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 
aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. 
Presidente del Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Nalda García. 

 
 Primero.- El 11 de septiembre de 2007, D. xxxxx presenta una solicitud 
de indemnización ante el Ayuntamiento de xxxxx en la que expone lo siguiente: 
 
  “Que [el 10 de septiembre de 2007], al ir a abrir mi 
establecimiento [xxxxx] a las 8:00 horas de la mañana, me he encontrado con 



 

que se estaba procediendo a la instalación de una grúa de grandes dimensiones 
que me impedía instalar la terraza en el lugar concedido al efecto y, lo que es 
aún más gravoso, que se impedía la entrada a mi establecimiento por el riesgo 
de producirse caídas o desprendimientos de partes de la grúa durante su 
montaje, junto con el continuo movimiento y trasiego de vehículos de gran 
tonelaje de la empresa instaladora de la grúa”. 
 
 Considera que ha existido un funcionamiento anormal del servicio 
público, porque “se autoriza la realización de los trabajos para la colocación de 
una grúa en el mismo lugar dedicado a terraza, sin mediar comunicación previa 
alguna, sin seguir el procedimiento administrativo para la preservación de los 
derechos que pudieran verse perjudicados, sin control de ninguna clase acerca 
de los medios y métodos empleados para la instalación de esa grúa”. 
 
 Expone que la autorización de dicha licencia y la instalación de la grúa le 
ha generado unas pérdidas diarias de 1.000 euros. 
 
 La pretensión es reiterada en un nuevo escrito presentado el 14 de 
noviembre de 2007. 
 

Segundo.- El 26 de noviembre de 2007, el Jefe de la Sección de 
Urbanismo, Obras y Servicios del Ayuntamiento informa que “no se efectuó 
desde este Negociado de Asuntos Generales requerimiento para la retirada 
temporal de la terraza con motivo de la instalación de grúa que se instaló, al 
parecer, el día 10 de septiembre de 2007, en las inmediaciones de su 
establecimiento”. 

 
Tercero.- El 27 de noviembre de 2007, el Jefe de la Sección de 

Urbanismo, Obras y Servicios informa que “la licencia municipal concedida es 
para la instalación de la grúa-torre en el emplazamiento señalado en la solicitud 
(interior de la edificación), sin ocupación de la vía pública. La ocupación de la 
vía pública en la calle xxxxx se produce en el momento de instalar la grúa-torre 
en el interior de la edificación con el camión que transporta la grúa-torre y la 
grúa que la eleva hasta el interior del inmueble”. 

 
Se adjunta al informe el expediente de autorización de la grúa, en el que 

obra un informe de la Policía Local que señala que, “en cuanto a la instalación 
de la grúa de obra se deberán atender las siguientes consideraciones: dado el 
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lugar desde donde se pretende la realización de los trabajos de montaje (calle 
xxxxx), se considera que podrían verse afectados los derechos o intereses de 
otros administrados, ya que el estacionamiento de los vehículos que se 
utilizarán para los trabajos (grúa y trailer) coincide con un espacio utilizado por 
terraza de verano autorizada, por lo que en primer lugar por parte del 
solicitante deberá gestionarse con el titular de la terraza o terrazas la 
autorización para el uso de dicho espacio durante el tiempo pretendido”. 

 
Cuarto.- El 10 de diciembre de 2007, el interesado aporta los 

documentos en los que figura el arqueo de caja correspondiente al día 10 de 
septiembre de los años 2005, 2006 y 2007 -para justificar los ingresos dejados 
de percibir-, la documentación relativa a la autorización que le fue concedida 
para ocupar la vía pública con una terraza, un acta notarial de presencia en la 
que se constatan los hechos alegados, y unas fotografías del lugar. 

  
Quinto.- Concedido el trámite de audiencia al reclamante, no consta 

que se haya presentado escrito de alegaciones o documentación alguna. 
 
Sexto.- El 25 de abril de 2008, se formula la propuesta de resolución, 

en el sentido de que procede desestimar la reclamación por concurrir la 
actuación de un tercero que rompe el nexo de causalidad. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), por analogía con la 
regla B), apartado a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del 
Consejo, por el que se determina el número, orden, composición y 
competencias de las Secciones. 

 3



 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
No obstante, se advierte que constan en el expediente documentos 

aportados por la parte reclamante que, sin ser originales, no aparecen 
debidamente compulsados. Se debería requerir siempre por parte del instructor 
que todos los documentos se presenten en debida forma, al efecto de acreditar 
suficientemente los datos que recogen. 

 
3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La competencia 
para resolver la presente reclamación corresponde al Alcalde del Ayuntamiento, 
sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, de acuerdo 
con lo establecido en los artículos 21.1.s) y 23 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el artículo 142.2 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que se 
remite, de forma genérica, el artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 
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 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 

 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 

 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
En la esfera de las Administraciones Locales, el artículo 54 de la Ley 

7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, establece que 
“las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios 
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, 
funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general 
sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es reproducido, 
prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento de 
organización, funcionamiento y régimen jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de noviembre. 

 
No obstante lo anterior, la jurisprudencia ha venido modulando el 

carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial al rechazar que la mera 
titularidad del servicio determine la responsabilidad de la Administración 
respecto de cualquier consecuencia lesiva relacionada con el mismo que se 
pueda producir. El Tribunal Supremo ha declarado, en su Sentencia de 5 de 
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junio de 1998, que “la prestación por la Administración de un determinado 
servicio público y la titularidad por parte de aquélla de la infraestructura 
material para su prestación no implica que el vigente sistema de 
responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones Públicas convierta 
a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos con el fin de prevenir 
cualquier eventualidad desfavorable o dañosa para los administrados que pueda 
producirse con independencia del actuar administrativo, porque de lo contrario, 
como pretende el recurrente, se transformaría aquél en un sistema 
providencialista no contemplado en nuestro ordenamiento jurídico”. Criterio que 
ha sido recogido en otros fallos (a.e. sentencias de 13 de septiembre de 2002, 
30 de septiembre y 14 de octubre de 2003, o 17 de abril de 2007). 

 
También ha declarado el Tribunal Supremo, de forma reiterada, que no 

es acorde con el referido sistema de responsabilidad patrimonial objetiva su 
generalización más allá del principio de causalidad, de manera que, para que 
exista aquélla, es imprescindible la existencia de nexo causal entre la actuación 
de la Administración y el resultado lesivo o dañoso producido. En este sentido, 
la Sentencia de 13 de noviembre de 1997 ya señaló que “aun cuando la 
responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la jurisprudencia de 
esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no lo es menos que 
ello no convierte a la Administración en un responsable de todos los resultados 
lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones públicas, sino 
que, como antes señalamos, es necesario que esos daños sean consecuencia 
directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de aquélla”. 

 
Por lo tanto, la responsabilidad de la Administración procederá en 

aquellos casos en que los daños sean consecuencia del funcionamiento de los 
servicios públicos, no bastando a estos efectos que los daños aparezcan con 
motivo u ocasión de la prestación de dichos servicios públicos. 

 
Ha de tenerse en cuenta, asimismo, la jurisprudencia según la cual, “la 

imprescindible relación de causalidad entre la actuación de la Administración y 
el resultado dañoso producido puede aparecer bajo formas mediatas, indirectas 
y concurrentes, aunque admitiendo la posibilidad de una moderación de la 
responsabilidad en el caso de que intervengan otras causas, la cual debe 
tenerse en cuenta en el momento de fijarse la indemnización. El hecho de la 
intervención de un tercero o una concurrencia de concausas imputables unas a 
la Administración y otras a personas ajenas e incluso al propio perjudicado, 
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imponen criterios de compensación o de atemperar la indemnización a las 
características o circunstancias concretas del caso examinado”. 

 
E igualmente la que sostiene “la exoneración de responsabilidad para la 

Administración, a pesar del carácter objetivo de la misma, cuando es la 
conducta del propio perjudicado o la de un tercero la única determinante del 
daño producido aunque hubiese sido incorrecto el funcionamiento del servicio 
público”. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación 

presentada por D. xxxxx, debido a los perjuicios ocasionados durante las 
labores de instalación de una grúa llevadas a cabo en la terraza de su 
establecimiento. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.  
 
6ª.- En cuanto al fondo del asunto, ha quedado acreditado que las 

labores de instalación de la grúa impidieron al reclamante la explotación de la 
terraza durante el tiempo de realización de los trabajos citados, generándole así 
un lucro cesante, que se concreta en la pérdida del beneficio resultante del 
ejercicio de la actividad de terraza. 

 
Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido, es 

preciso establecer si el expresado daño ha sido o no consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, presupuesto 
indispensable para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la 
Administración. 

 
La Administración consultante propone desestimar la reclamación por 

entender que concurre la actuación de un tercero que rompe el nexo de 
causalidad, argumentando que “se trata de obra particular (por lo que por parte 
del solicitante debería haberse gestionado con el titular de la terraza o terrazas 
la autorización para el uso de dicho espacio durante el tiempo pretendido)”. A 
lo que añade que, “aún en el caso de que hubiera sido obra municipal (…), la 
retirada temporal de la terraza no generaría derecho a indemnización o 
compensación alguna, tan solo la posibilidad del perjudicado a solicitar el 
reintegro de la parte proporcional del importe abonado en concepto de tasa por 
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ocupación de la vía pública correspondiente al periodo de terraza no 
disfrutada”. 

 
Este Consejo Consultivo discrepa del criterio seguido en la propuesta de 

resolución, y considera que procede estimar la reclamación planteada por los 
motivos que se exponen a continuación. 

 
En relación con la actuación del tercero, el informe de la Policía Local 

(emitido en el procedimiento de autorización de la instalación de la grúa) 
advertía que, ante los posibles perjuicios que podrían causarse a los titulares de 
las terrazas autorizadas durante las labores de instalación, el solicitante debería 
gestionar con el titular de la terraza, antes de comenzar los trabajos, la 
autorización para el uso de dicho espacio durante el tiempo pretendido. Sin 
embargo, a pesar de esta advertencia expresa recogida en el informe, el 
decreto de autorización no menciona tal advertencia, por lo que ha de 
presumirse que la empresa no era conocedora de tal condición, exonerándola 
así de responsabilidad por los daños.  

 
Descartada la responsabilidad de la empresa instaladora, es preciso 

analizar la actuación del Ayuntamiento, a fin de valorar la posible relación de 
causalidad entre ésta y el daño reclamado. 

 
En este sentido, el artículo 4.3 de la Ordenanza reguladora de la 

ocupación de la vía publica y otros espacios abiertos al público con terrazas, 
dispone que “las autorizaciones se concederán siempre en precario y estarán 
sujetas a las modificaciones que pueda decidir el Ayuntamiento, que se reserva 
el derecho a dejarlas sin efecto, limitarlas o reducirlas en cualquier momento si 
existiesen causas que así lo aconsejasen, que deberán ser explicitadas en el 
acuerdo que se adopte al respecto. Cuando surgieran circunstancias imprevistas 
o sobrevenidas de urbanización, implantación, supresión o modificación de 
servicios públicos u otras incompatibles con el mantenimiento de la ocupación 
generada por la terraza, el Ayuntamiento mediante resolución motivada podrá 
revocar la licencia concedida sin derecho a indemnización alguna. Igualmente 
podrá requerirse la retirada temporal de las terrazas con motivo de obras 
municipales u otros eventos, por el tiempo que sea necesario, sin derecho a 
indemnización alguna. En todos estos casos, no se generará ningún derecho de 
los afectados a indemnización o compensación alguna, a excepción del 
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reintegro de la parte proporcional del importe abonado en concepto de 
ocupación de vía pública correspondiente al período no disfrutado”. 

 
Pues bien, no consta que el Ayuntamiento haya revocado mediante 

resolución motivada la licencia concedida, ni tampoco que haya requerido al 
titular del establecimiento la retirada temporal de la misma con motivo de las 
labores de instalación de la grúa. Esta inactividad de la Administración, 
constituye un funcionamiento anormal del servicio público, en la medida en 
que, concurriendo circunstancias justificativas para la retirada temporal de la 
terraza, el particular no fue requerido para ello, lo que le ha generado un daño 
que no estaba obligado a soportar. 
 

Concurriendo, pues, el nexo de causalidad entre los daños ocasionados y 
la actuación del Ayuntamiento, procede dictar resolución estimatoria. 

 
7ª.- Respecto al importe de la indemnización, este Consejo Consultivo 

carece de datos suficientes para realizar una estimación de los perjuicios 
ocasionados al reclamante. Por ello, la cuantía concreta a abonar deberá 
concretarse en un posterior expediente contradictorio, para lo cual, han de 
tenerse en cuenta, entre otras circunstancias, la duración de los trabajos de 
instalación y el horario de apertura de la terraza. 

 
Ello sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al 

procedimiento de responsabilidad patrimonial, en los términos previstos en el 
artículo 141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria en el expediente de responsabilidad 

patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx, debido a los perjuicios ocasionados durante las labores de instalación de 
una grúa llevadas a cabo en la terraza de su establecimiento. 
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No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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